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Proceso

Ordinario Laboral – Revoca decisión del a quo y  niega las pretensiones Radicación Nro.
66001-31-05-005-2015-00145-01

Demandante:

María Consuelo Benjumea Ocampo    

Demandado:

Colpensiones

Magistrado Ponente:    Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Quinto Laboral del Circuito

Tema:


RÉGIMEN DE TRANSICIÓN Y ACTO LEGISLATIVO 001 DE 2005. Según el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados. El Acto Legislativo 001 de 2005, por medio del cual se adicionó el artículo 48 de la Constitución Nacional, dispuso, en el parágrafo transitorio 4º, como fecha límite para la aplicación de dicho régimen el  31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que, además de beneficiarse de dicho régimen, acrediten como mínimo 750 semanas cotizadas o  su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia de dicha disposición, esto es, el 29 de julio de 2005, a los cuales se les respetará el régimen hasta el año 2014.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintiocho de junio de dos mil diecisiete, siendo las tres y quince minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 24 de noviembre de 2016, dentro del proceso que promueve el señor MARÍA CONSUELO BENJUMEA OCAMPO en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2015-00145-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora María Consuelo Benjumea Ocampo que la justicia laboral declare que es beneficiaria del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y que cumple los requisitos establecidos en el Acuerdo 049 de 1990. Con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión de vejez a partir del 5 de enero de 2013, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 o en su defecto la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Nació el 5 de enero de 1958, cumpliendo los 55 años de edad en la misma calenda del año 2013; el 19 de septiembre de 2014 solicitó el reconocimiento de la pensión de vejez, siendo negada en la resolución Nº GNR 430024 de 2014; en su historia laboral no aparecen registradas 149,42 semanas que no fueron contabilizadas por mora en el pago de los aportes por parte de su empleador Consignataria Alberautos, con quien estuvo vinculada laboralmente entre el 16 de noviembre de 1994 y el 30 de junio de 2000.

Al contestar la demanda –fls.25 a 29- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó los hechos relacionados con la fecha de nacimiento de la afiliada y el contenido del acto administrativo anteriormente referenciado. Frente a los demás hechos expresó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Deber del demandante de demostrar los supuestos de hecho”, “Inexistencia de la obligación” y “Prescripción”.
En escrito de 9 de noviembre de 2016 –fl.119- se informa que la señora María Consuelo Benjumea Ocampo falleció el 15 de octubre de 2016, y para dar fe de ello, sus hijos Valentina y Mauricio Garcés Benjumea aportan el registro civil de defunción y sus registros civiles de nacimiento –fls.120 a 123-; solicitando a continuación que se continúe el proceso en calidad de hijos supérstites de la causante.
Al encontrar procedente la solicitud por ajustarse a lo establecido en el artículo 68 del C.G.P., la a quo determinó que Valentina y Mauricio Garcés Benjumea en calidad de hijos supérstites de la señora María Consuelo Benjumea Ocampo pueden continuar actuando dentro del proceso como sus sucesores procesales.
En sentencia de 24 de noviembre de 2016, la funcionaria de primer grado determinó la señora María Consuelo Benjumea Ocampo estuvo vinculada laboralmente a la Consignataria Alberautos entre el 16 de noviembre de 1994 y el 30 de junio de 2000, motivo por el que ordenó sumarle a la historia laboral de la causante, 145,02 semanas de cotización que se encuentran en mora por parte de ese empleador.

Posteriormente indicó que la afiliada fallecida tenía derecho a que se le reconociera la pensión de vejez desde el 19 de septiembre de 2014, por cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y el Acuerdo 049 de 1990; razón por la que condenó a Colpensiones a reconocer y pagar la prestación económica en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales. Ordenó cancelar a favor de la masa sucesoral de la causante la suma de $17.020.773 por concepto de retroactivo pensional causado desde el 19 de septiembre de 2014 hasta el 15 de octubre de 2016 e igualmente los intereses moratorios del artículo 141 de 1993 desde el 20 de marzo de 2015 hasta que se verifique el pago total de la obligación.
No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Hay lugar a cargar semanas adicionales a las registradas en la historia laboral de la señora María Consuelo Benjumea Ocampo?

¿Era beneficiaria la afiliada fallecida del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

RÉGIMEN DE TRANSICIÓN Y ACTO LEGISLATIVO 001 DE 2005.

Según el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados.

El Acto Legislativo 001 de 2005, por medio del cual se adicionó el artículo 48 de la Constitución Nacional, dispuso, en el parágrafo transitorio 4º, como fecha límite para la aplicación de dicho régimen el  31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que, además de beneficiarse de dicho régimen, acrediten como mínimo 750 semanas cotizadas o  su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia de dicha disposición, esto es, el 29 de julio de 2005, a los cuales se les respetará el régimen hasta el año 2014.

EL CASO CONCRETO
Se expresa en la demanda –fls.2 a 8- que la señora María Consuelo Benjumea Ocampo estuvo vinculada laboralmente con la Consignataria Alberautos entre el 16 de noviembre de 1994 y el 30 de junio de 2000, lo que significa que en la historia laboral no se le han registrado 149.42 semanas que se encuentran en mora por parte de ese empleador, correspondientes a los ciclos de septiembre a diciembre de 1995, diciembre de 1997 y desde el 1º de enero de 1998 hasta el 30 de junio de 2000.
Para dar fe de ello, fueron escuchados por solicitud de la parte actora, las declaraciones de los señores Gonzalo Enrique Botero Sanz y Luis Alberto Benjumea Ocampo, compañero de trabajo y hermano respectivamente de la causante, quienes fueron coincidentes en manifestar que la señora María Consuelo estuvo vinculada laboralmente en la consignataria relacionada anteriormente, de propiedad de su cónyuge Carlos Alberto Garcés Arango (fallecido el 24 de enero de 2015 como se ve en el registro civil de defunción –fl.122-), entre los extremos señalados en la demanda; lo que daría pie a que se verificará si en efecto todos los ciclos relacionados anteriormente se encuentran reportados como cotizados en la historia laboral emitida por Colpensiones.
No obstante, a los dichos de los testigos no se les puede dar el valor probatorio pretendido por la parte actora, pues nótese que en archivo CM075 inmerso en el cd visible a folio 107 de expediente, que contiene el expediente administrativo de la señora Benjumea Ocampo, se observa que ella solicitó a Colpensiones que se le cargaran a su historia laboral los ciclos correspondientes a los periodos de marzo y abril de 1996 y desde el mes de marzo de 1998 hasta el mes de septiembre de 1999, por la vinculación que sostuvo con la Consignataria Alberautos; es decir, que en esa solicitud nunca pide que se le registren periodos más allá del mes de septiembre de 1999, lo que permite concluir que su vínculo contractual no se extendió hasta el mes de junio de 2000, como lo sostienen los testigos, pues de haber sido así, en esa petición en sede administrativa, la demandante también hubiese pedido su inclusión en la historia laboral.

Ahora bien, lo que si se logra concluir a partir del estudio de la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.99 a 102- es que la señora María Consuelo Benjumea Ocampo estuvo vinculada a la Consignataria Alberautos desde el 16 de noviembre de 1994 hasta el 2 de febrero de 1998, cuando el mencionado empleador reportó dos días de cotización y canceló, según la referencia de pago Nº 11570301015661 la suma de $3.100 correspondientes a esos dos días; sin que en adelante se evidencien siquiera semanas en ceros; siendo del caso anotar, que antes del mes de febrero de 1998, el empleador siempre reportó 30 días de cotización, a pesar de que en algunos ciclos no pagara la cotización completa.
Bajo esas circunstancias, entre el 16 de noviembre de 1994 y el 2 de febrero de 1998 se debían registrar en la historia laboral un total de 165.29 semanas, pero en ella solo se incorporaron por ese periodo 144.58; por lo que hay lugar a sumar a la misma 20.71 semanas.
Sentado lo anterior, se verificará si la afiliada fallecida tenía derecho a que se le reconociera la pensión de vejez, y en ese sentido se tiene que por haber nacido el 5 de enero de 1958, como se ve en el registro civil de nacimiento que se encuentra en el expediente administrativo allegado en cd visible a folio 107 del expediente, para el 1º de abril de 1994 contaba con 36 años de edad, siendo beneficiaria del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, máxime cuando a 29 de julio de 2005, fecha en que empezó a regir el Acto Legislativo 01 de 2005, tenía cotizadas 758,16 semanas al sistema general de pensiones.
Como sus servicios siempre los prestó en el sector privado, el régimen pensional que le era aplicable era el previsto en el Acuerdo 049 de 1990, el cual exige a sus afiliadas mujeres, cumplir 55 años de edad y acreditar 500 semanas de cotización dentro de los 20 años anteriores o 1000 en cualquier tiempo.

Los 55 años de edad los cumplió el 5 de enero de 2013 y según la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.99 a 102- en toda su vida laboral, sumadas las 20.71 semanas dejadas de registrar entre el 16 de noviembre de 1994 y el 2 de febrero de 1998, acreditó 903.59 semanas, de las cuales 402.88 fueron registradas dentro de los 20 años anteriores a la edad mínima exigida; las cuales resultan insuficientes para acceder al derecho reclamado.

En el anterior orden de ideas, se revocará en su integridad la sentencia proferida el 24 de noviembre de 2016, para en su lugar absolver a la Administradora Colombiana de Pensiones de las pretensiones de la demanda.

Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR EN SU INTEGRIDAD la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 24 de noviembre de 2016.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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